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1. INTRODUCCIÓN: PANORAMA GENERAL DE CASOS CLIMÁTICOS 
PENDIENTES 

 

Si en la pasada crónica sobre jurisprudencia ambiental internacional tuve 

ocasión de analizar los pronunciamientos climáticos emitidos por el Tribunal 

Europeo de Derechos Humanos (TEDH) que aparecieron (oportunamente) el 

pasado 9 de abril de 20242, en la presente proseguiré con el análisis de otros de 

los pronunciamientos internacionales en materia climática que estaba pendiente. 

Se trata de la opinión consultiva solicitada al Tribunal Internacional del Derecho 

del Mar (TIDM), que constituye uno de los tres pronunciamientos consultivos en 

materia de cambio climático existentes, eso sí, en un ámbito acotado como es el 

Derecho del Mar.  

Recordemos que, además de la solicitud de opinión consultiva al TIDM, que fue 

la primera en el tiempo al haberse remitido en diciembre de 2022, también se 

 
1   Todos los vínculos que aparecen en la Crónica se han consultado por última vez el 11 de 
noviembre de 2024. 
Escrito bajo los auspicios del Proyecto nº 101086202 (“Speak4Nature: Interdisciplinary 
Approaches on Ecological Justice”), HORIZON-MSCA-2021-SE-01, financiado por la Unión 
Europea. Los puntos de vista y opiniones expresados son únicamente los de la autora y no 
reflejan necesariamente los de la Unión Europea. Ni la UE ni la autoridad que concede la ayuda 
pueden ser consideradas responsables de ellos. 
2 Véase la Crónica de Jurisprudencia Ambiental Internacional (primer semestre 2024), publicada 
en el vol. 15, n.1 2024 de la Revista Catalana de Dret Ambiental 
(https://revistes.urv.cat/index.php/rcda/issue/view/234).    

https://revistes.urv.cat/index.php/rcda/issue/view/234
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habían planteado otras consultas a otros dos tribunales internacionales: la Corte 

Internacional de Justicia (CIJ) y la Corte Interamericana de Derechos Humanos 

(Corte IDH). 

Por lo que respecta a la Corte IDH, tiene pendiente la opinión solicitada por 

Colombia y Chile en enero de 20233. En un total de catorce páginas, se le 

preguntaba a la Corte una batería de preguntas sobre las obligaciones de 

Estados en una situación de emergencia climática en relación con los derechos 

humanos 4 . Tales preguntas han sido objeto también de observaciones 

presentadas ante la Corte por un buen número de Estados, organizaciones 

internacionales, organizaciones no gubernamentales, instituciones educativas y 

particulares5. Se prevé que el estudio de todas estas cuestiones y observaciones 

le llevarán un buen tiempo a la Corte para poder emitir su opinión.  

En relación con la opinión consultiva ante la CIJ, recordemos que fue solicitada 

en abril de 2023 por la Asamblea General para que se pronunciara para aclarar 

qué obligaciones tienen los Estados en materia de cambio climático6. Durante la 

primera mitad del 2024 se han estado presentando las declaraciones escritas y 

los comentarios a las mismas por parte de Estados y organizaciones 

internacionales (entre ellas, la propia Unión Europea, la IUCN y la propia 

Comisión de Pequeños Estados Insulares sobre Cambio Climático y Derecho 

Internacional, que fue la organización que impulsó la solicitud de la opinión 

consultiva). El 2 de diciembre de 2024 está previsto que comiencen las 

 
3 https://www.corteidh.or.cr/docs/opiniones/soc_1_2023_es.pdf. 
4  Los solicitantes elaboraron varias preguntas en relación con seis dimensiones: i) las 
obligaciones de los Estados derivadas del deber de prevención y protección de los derechos 
humanos; ii) las obligaciones de los Estados de preservar el derecho a la vida y la supervivencia 
en relación con la emergencia climática, a la luz de la ciencia y los derechos humanos; iii) las 
responsabilidades diferenciadas de los Estados con respecto a los niños y las nuevas 
generaciones; iv) las obligaciones de los Estados en relación con los derechos procesales 
relativos a la emergencia climática; v) las obligaciones de los Estados de proteger a los 
defensores del medio ambiente, las mujeres, los pueblos indígenas y los afrodescendientes; y 
vi) las responsabilidades comunes pero diferenciadas de los Estados con respecto a la 
emergencia climática.  
5 El larguísimo listado de observaciones escritas y de amicus curiae pueden consultarse en: 
https://www.corteidh.or.cr/observaciones_oc_new.cfm?nId_oc=2634. 
6  Resolución 77/276 de 29 de marzo de 2023 AGNU (disponible en: 
https://documents.un.org/doc/undoc/ltd/n23/094/55/pdf/n2309455.pdf); los avances en el marco 
de la opinión de la CIJ pueden consultarse en: https://www.icj-cij.org/case/187. 

https://www.corteidh.or.cr/docs/opiniones/soc_1_2023_es.pdf
https://www.corteidh.or.cr/observaciones_oc_new.cfm?nId_oc=2634
https://documents.un.org/doc/undoc/ltd/n23/094/55/pdf/n2309455.pdf
https://www.icj-cij.org/case/187
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audiencias públicas7 y la opinión se espera, como muy pronto, para bien entrado 

el 2025. 

La expectativa sobre el contenido de estas opiniones consultivas restantes es 

máxima. Tal vez sea más previsible la respuesta de la Corte IDH, a la vista del 

precedente de la Opinión consultiva OC-23/17, de 15 de noviembre de 2017, en 

la que la Corte IDH afirmó una vinculación clara entre la protección de los 

derechos humanos y la protección del medio ambiente. Tal vez la mayor 

incertidumbre consiste en comprobar en qué sentido se pronunciará la Corte 

Internacional de Justicia. No es que haya sido una Corte muy “activista” del 

medio ambiente8, pero ¿hasta qué punto tomará un rumbo distinto al de las 

opiniones consultivas del TIDM, de la Corte IDH o de los recientes 

pronunciamientos del TEDH? Lo podremos comprobar cuando llegue el 

momento. 

 

2. TRIBUNAL INTERNACIONAL SOBRE EL DERECHO DEL MAR: LA 
OPINIÓN CONSULTIVA SOBRE CAMBIO CLIMÁTICO 

 

El Tribunal Internacional del Derecho del Mar (TIDM) fue establecido por la 

Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar (CONVEMAR) de 

1982 como uno de los medios para resolver las controversias relativas a la 

aplicación e interpretación de la Convención que puedan surgir entre las Partes.  

Además, en virtud del Estatuto del TIDM (arts. 20 a 229) y su Reglamento de 

funcionamiento (art. 138 10 ), el Tribunal podrá conocer de asuntos que se 

presenten en relación con otros acuerdos internacionales, cuando la controversia 

 
7  Véase la información en: https://www.icj-cij.org/sites/default/files/case-related/187/187-
20240816-pre-01-00-en.pdf.  
8 Véase esta crítica y su fundamentación en mi trabajo sobre “La protección medioambiental en 
la jurisprudencia de la corte internacional de justicia: ¿un reto irresoluble?”, en Soledad 
Torrecuadrada García-Lozano (dir.), Los nuevos retos de la Corte Internacional de Justicia, 
Wolters Kluwer, 2021, pp. 105-134. 
9  El Estatuto del TIDM puede consultarse en: 
https://www.itlos.org/fileadmin/itlos/documents/basic_texts/statute_en.pdf.  
10  Las Reglas de funcionamiento de TIDM se encuentran en: 
https://www.itlos.org/fileadmin/itlos/documents/basic_texts/ITLOS_8_25.03.21.pdf.  

https://www.icj-cij.org/sites/default/files/case-related/187/187-20240816-pre-01-00-en.pdf
https://www.icj-cij.org/sites/default/files/case-related/187/187-20240816-pre-01-00-en.pdf
https://www.itlos.org/fileadmin/itlos/documents/basic_texts/statute_en.pdf
https://www.itlos.org/fileadmin/itlos/documents/basic_texts/ITLOS_8_25.03.21.pdf
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esté relacionada con el alcance material de la CONVEMAR y esos acuerdos 

internacionales confieran jurisdicción al TIDMA.  

En este sentido, algunos pequeños Estados insulares, liderados por Tuvalu y 

Antigua y Barbuda, firmaron en octubre de 2021 un Acuerdo para el 

establecimiento de la Comisión de Pequeños Estados Insulares sobre Cambio 

Climático y Derecho Internacional (COSIS, por sus siglas en inglés), con la 

autorización expresa de solicitar opiniones consultivas al Tribunal Internacional 

del Derecho del Mar (art. 2.2)11. Recordemos que los países integrantes de 

COSIS fueron los que impulsaron en el seno de la Asamblea General de 

Naciones Unidas, la solicitud de opinión consultiva de manera paralela ante la 

CIJ12. 

Consecuentemente, el 12 de diciembre de 2022, el TIDM recibió una solicitud de 

la Comisión para emitir una opinión consultiva sobre las obligaciones específicas 

de los Estados parte en la CONVEMAR a la hora de prevenir, reducir y controlar 

la contaminación del medio marino y para protegerlo, en relación con los efectos 

del cambio climático, incluidos el calentamiento de los océanos y el aumento del 

nivel del mar, y la acidificación de los océanos. En concreto las preguntas fueron 

formuladas de la siguiente forma: 

“¿Cuáles son las obligaciones específicas de los Estados Partes en la 

Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar (la 

"CONVEMAR"), en particular en virtud de la Parte XII: 

(a) prevenir, reducir y controlar la contaminación del medio marino en 

relación con los efectos nocivos que se derivan o pueden derivarse del 

cambio climático, en particular mediante el calentamiento de los océanos, el 

aumento del nivel del mar y la acidificación de los océanos, causados por 

las emisiones antropógenas de gases de efecto invernadero a la atmósfera? 

(b) proteger y preservar el medio marino en relación con los impactos del 

cambio climático, incluido el calentamiento de los océanos, el aumento del 

nivel del mar y la acidificación de los océanos?”13 

 
11 https://treaties.un.org/Pages/showDetails.aspx?objid=08000002805c2ace.  
12 Véase la Crónica de Jurisprudencia Ambiental Internacional (primer semestre 2024), publicada 
en el vol. 15, n.1 2024 de la Revista Catalana de Dret Ambiental 
(https://revistes.urv.cat/index.php/rcda/issue/view/234).    
13 Traducción Propia 

https://treaties.un.org/Pages/showDetails.aspx?objid=08000002805c2ace
https://revistes.urv.cat/index.php/rcda/issue/view/234
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Del 11 al 25 de septiembre de 2023, tuvieron lugar las audiencias en Hamburgo, 

donde el Tribunal tiene su sede, en las que participaron, además de la COSIS, 

34 Estados Parte y cuatro organizaciones internacionales14.  

Finalmente, el 21 de mayo de 2024 emitió su Opinión Consultiva, solicitada por 

la Comisión de Pequeños Estados Insulares sobre el Cambio Climático y el 

Derecho Internacional (en adelante, Opinión Consultiva u OC). Y lo hizo de 

manera unánime, es decir, los 21 jueces estuvieron de acuerdo, con todo el peso 

que ello conlleva. 

Aunque el TIDM cuenta ya con una nada desdeñable jurisprudencia 

contenciosa15 y consultiva16 en materia ambiental, lo cierto es que hasta esta 

ocasión no se había pronunciado respecto del fenómeno del cambio climático. 

Ello no le ha impedido emitir un pronunciamiento en el que ha afirmado de 

manera tajante que entre las obligaciones de protección del medio marino 

también se encuentran aquellas dirigidas a su protección frente a los impactos 

del cambio climático y de la acidificación de los océanos. También ha resaltado 

la importancia de aplicar enfoques de precaución y ecosistémicos, y de la 

cooperación internacional para conservar los recursos marinos vivos 

amenazados por los efectos anteriormente mencionados.  

En concreto, en su Opinión Consultiva el TIDM estableció que: 

 
14 Las audiencias están disponibles en: https://www.itlos.org/en/main/cases/webcast/webcast-
archives-case-no-31/.  
15 En su competencia contenciosa, el TIDM se ha ocupado de asuntos relacionados con la 
sobrepesca (el acuerdo de atún rojo de 1999 , Nueva Zelanda y Australia c. Japón 
(http://www.itlos.org/index.php?id=62); el caso relativo a la recuperación de tierras por Singapur 
en el estrecho de Johor y sus alrededores (Malasia c. Singapur) de 2003 
(https://www.itlos.org/en/main/cases/list-of-cases/case-no-12/); y el caso de 2009 Conservación 
del Pez Espada y Explotación Sostenible de las Poblaciones de Pez Espada en el Océano 
Pacífico Oriental Sur, Chile c. la Unión Europea (http://www.itlos.org/index.php?id=99); 
contaminación marítima por materiales radiactivos (la planta MOX de 2001 , Irlanda c. el Reino 
Unido (http://www.itlos.org/index.php?id=102); o por extracciones de petróleo (la delimitación de 
la frontera marítima entre Ghana y Costa de Marfil en el Océano Atlántico de 2017, Ghana v. 
Costa de Marfil (https://www.itlos.org/en/main/cases/list-of-cases/case-no-23/). 
16  El TIDM también emitió una Opinión Consultiva sobre 2015 sobre las obligaciones y 
responsabilidades del Estado del pabellón en relación con las actividades de pesca ilegal, no 
declarada y no reglamentada (INDNR) llevadas a cabo por buques de su nacionalidad. 
https://www.itlos.org/en/main/cases/list-of-cases/case-no-21/. A petición de la Comisión 
Subregional de Pesca, el Tribunal estableció un decálogo de obligaciones por parte de los 
Estados del pabellón, incluida la necesidad de actuar con la debida diligencia adoptando las 
medidas necesarias y apropiadas para garantizar que los buques que operan bajo su pabellón 
no realicen actividades de pesca INDNR, así como la obligación de cooperar con los Estados 
ribereños afectados (pars. 63 y ss.). 

https://www.itlos.org/en/main/cases/webcast/webcast-archives-case-no-31/
https://www.itlos.org/en/main/cases/webcast/webcast-archives-case-no-31/
http://www.itlos.org/index.php?id=62
https://www.itlos.org/en/main/cases/list-of-cases/case-no-12/
http://www.itlos.org/index.php?id=99
http://www.itlos.org/index.php?id=102
https://www.itlos.org/en/main/cases/list-of-cases/case-no-23/
https://www.itlos.org/en/main/cases/list-of-cases/case-no-21/
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- Las emisiones de gases de efecto invernadero (GEI) antropogénicos 
constituyen contaminación del medio marino según la CONVEMAR. 

- Los Estados Parte deben adoptar medidas necesarias y armonizar 
políticas para prevenir y controlar esta contaminación, basándose en la 
mejor ciencia disponible y los tratados internacionales relevantes, como 
el Acuerdo de París. 

- Estas obligaciones son de diligencia debida y pueden variar según las 
capacidades de los Estados. 

- Los Estados deben evitar que las emisiones de GEI bajo su jurisdicción 
dañen otros Estados y sus ambientes. 

- Las emisiones de GEI pueden clasificarse como contaminación desde 
fuentes terrestres, embarcaciones o a través de la atmósfera. 

- Los Estados deben adoptar y aplicar leyes y regulaciones para controlar 
esta contaminación, cooperar internacionalmente y ayudar a los Estados 
en desarrollo en sus esfuerzos para abordar la contaminación marina de 
GEI. 

- Los Estados también tienen obligaciones de monitoreo, publicación de 
resultados y realización de evaluaciones de impacto ambiental. 
 

A continuación, me detendré en el análisis de alguna de las cuestiones claves 

de este pronunciamiento. 

a) ¿Contempla la CONVEMAR los efectos del cambio climático? 
 

Los océanos abarcan gran parte de la superficie del planeta tierra y tienen una 

importancia vital en materia de cambio climático. Por un lado, sus ecosistemas 

marinos son vulnerables al calentamiento global, constatándose una creciente 

degradación de los ecosistemas marinos y pérdida de biodiversidad, en buena 

parte por la acidificación de sus aguas. Por otro lado, en cambio, desempeñan 

un papel vital en la mitigación de los efectos del cambio climático por constituir 

uno de los principales sumideros de carbono del mundo17. Los mares y océanos, 

por tanto, se encuentran estrechamente vinculados al cambio climático. De 

hecho, aparecen mencionados en el Acuerdo de París sobre cambio climático18. 

La CONVEMAR, por su parte, no menciona el cambio climático dado que es un 

tratado que se negoció y adoptó en 1982, es decir, antes de que el cambio 

 
17 Roland Holst, Rozemarijn J. “Taking the current when it serves: Prospects and challenges for 
an ITLOS advisory opinion on oceans and climate change”, RECIEL, vol. 32, 2023, p. 218. 
18 Preámbulo del Acuerdo de París de 2015:  
“Observando la importancia de garantizar la integridad de todos los ecosistemas, incluidos los 
océanos, y la protección de la biodiversidad, reconocida por algunas culturas como la Madre 
Tierra, […]” (énfasis añadido). 
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climático apareciera en la escena internacional con claridad (la Convención 

Marco de Naciones Unidas sobre Cambio Climático -CMNUCC- se adoptó diez 

años más tarde, en 1992)19.  

La CONVEMAR, sin embargo, prevé que los Estados tienen obligaciones en 

relación con la protección del medio ambiente marino en su parte XII y se 

menciona expresamente la noción de “contaminación” del medio marino, en 

particular, en sus artículos 1.420 y 194.121. En este sentido, para poder abordar 

la existencia de obligaciones de los Estados en materia de cambio climático en 

el seno de la CONVEMAR, primero había que afirmar que las emisiones 

antropógenas de GEI constituyen fuentes específicas de “contaminación 

marina”. Así lo hizo el TIDM, aclarando que estas emisiones pueden proceder 

tanto de fuentes terrestres, buques o de la atmósfera o a través de ella22, tal y 

como se podía inferir de los informes del Panel Internacional de Cambio climático 

(más conocido como IPCC), aceptado como la máxima autoridad científica en 

materia de cambio climático23. En definitiva, el TIDM afirmó que “las emisiones 

antropógenas de GEI a la atmósfera constituyen contaminación del medio 

marino en el sentido del párrafo 4 del artículo 1 de la Convención”24. 

Una vez despejada esta cuestión previa, quedaba por ver cuál es el contenido 

de las obligaciones “climáticas” de los Estados en el marco de la CONVEMAR. 

 
19 Tampoco menciona “emisiones de gases de efecto invernadero” o “acidificación” de los mares 
y océanos, pero eso no le ha impedido al TIDM de realizar una interpretación evolutiva de los 
términos “contaminación marina” teniendo en cuenta que la CONVEMAR es un “instrumento vivo” 
y la existencia de instrumentos internacionales pertinentes en materia de cambio climático a los 
que se puede aludir (OC, pars. 130 y ss., y en particular, par. 157). 
20 Art. 1: “Términos empleados y alcance […] 
4. Por “contaminación del medio marino” se entiende la introducción por el hombre, directa o 
indirectamente, de sustancias o de energía en el medio marino incluidos los estuarios, que 
produzca o pueda producir efectos nocivos tales como daños a los recursos vivos y a la vida 
marina, peligros para la salud humana, obstaculización de las actividades marítimas, incluidos la 
pesca y otros usos legítimos del mar, deterioro de la calidad del agua del mar para su utilización 
y menoscabo de los lugares de esparcimiento; […]”. 
21 Art. 194: “Medidas para prevenir, reducir y controlar la contaminación del medio marino: 
1. Los Estados tomarán, individual o conjuntamente según proceda, todas las medidas 
compatibles con esta Convención que sean necesarias para prevenir, reducir y controlar la 
contaminación del medio marino procedente de cualquier fuente, utilizando a estos efectos los 
medios más viables de que dispongan y en la medida de sus posibilidades, y se esforzarán por 
armonizar sus políticas al respecto. […]” 
22 OC, pars. 159-179. 
23 OC, pars. 208 y ss. 
24 OC, par. 179. 
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A continuación, me referiré a las medidas específicas, así como a la naturaleza 

jurídica de las obligaciones. 

b) ¿Incluye la CONVEMAR obligaciones de mitigación y de adaptación? 
 

En materia de cambio climático es importante observar si los Estados están 

haciendo frente a su mitigación, es decir, si están reduciendo las emisiones de 

GEI y conservar los sumideros que los absorben. En términos de la CONVEMAR, 

se trataría de prevenir, reducir y controlar la contaminación del medio marino (art. 

194). Pero también, es vital comprobar si se están tomando medidas para 

adaptarse al cambio climático, esto es, limitar los impactos, reducir las 

vulnerabilidades e incrementar la resiliencia frente a este problema ambiental. 

Nuevamente, en el lenguaje de la CONVEMAR se traduce en la obligación de 

proteger y preservar el medio ambiente marino (arts. 19225 y 19326). 

Precisamente la consulta al TIDM aborda tanto las obligaciones de mitigación 

como de adaptación, que pueden recogidas en las dos preguntas formuladas. 

De hecho, podemos considerar que la primera pregunta (apartado a) se refiere 

a las obligaciones de mitigación, mientras que la segunda (apartado b) se centra 

en las obligaciones de adaptación al cambio climático27. En ambos casos, como 

veremos, se prevé que los Estados deben cumplir con un deber de debida 

diligencia. A continuación, me referiré a las medidas concretas que ha 

identificado el TIDM para dar respuesta a cada una de las preguntas formuladas. 

En relación con la primera pregunta, el TIDM ha afirmado que los Estados tienen 

la obligación específica de promulgar leyes y reglamentos para prevenir, reducir 

y controlar la contaminación marina causada por las emisiones de GEI 

procedentes de fuentes terrestres y de la atmósfera o a través de ella (todo ello 

en virtud de los arts. artículos 207 -contaminación procedente de fuentes 

terrestres- y 212 -contaminación desde la atmósfera o a través de ella- de la 

CONVEMAR, respectivamente), así como procedentes de buques que 

 
25 Art. 192: “Obligación general: Los Estados tienen la obligación de proteger y preservar el medio 
marino.” 
26 Art. 193: “Derecho soberano de los Estados de explotar sus recursos naturales: 
Los Estados tienen el derecho soberano de explotar sus recursos naturales con arreglo a su 
política en materia de medio ambiente y de conformidad con su obligación de proteger y 
preservar el medio marino.” 
27 Así parece entenderlo también el propio TIDM (OC, par. 391). 
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enarbolen su pabellón (art. 211 -contaminación causada por buques- de la 

CONVEMAR)28.  

Igualmente, en aplicación de los artículos 213 (Ejecución respecto de la 

contaminación procedente de fuentes terrestres contaminación), 217 (Ejecución por el 

Estado del pabellón) y 222 (Ejecución respecto de la contaminación desde la atmósfera 

o a través de ella) de la CONVEMAR, los Estados tienen que hacer cumplir estas 

leyes, reglamentos y demás medidas necesarias con estos propósitos29. 

Por lo que corresponde a las medidas de adaptación, el TIDM ha afirmado que 

el artículo 192 de la CONVEMAR establece que los Estados Parte tienen la 

obligación específica de proteger y preservar el medio marino de los efectos del 

cambio climático y la acidificación de los océanos, lo que incluye, prever tales 

riesgos y adoptar medidas para restaurar los hábitats y ecosistemas marinos30.  

Estas obligaciones se intensifican en el caso de la protección y preservación de 

los ecosistemas raros o frágiles, así como el hábitat de especies amenazadas o 

en peligro de extinción. Tales obligaciones se extraen del apartado 5 del artículo 

19431, así como de los artículos 61(Conservación de los recursos vivos) y 119 

(Conservación de los recursos vivos de la alta mar) de la CONVEMAR.  

Finalmente, los Estados también tendrán la obligación de prevenir, reducir y 

controlar la contaminación derivada de la introducción de especies no 

autónomas debido a los efectos del cambio climático (art. 196 -Utilización de 

tecnologías o introducción de especies extrañas o nuevas- CONVEMAR)32. A la hora 

de adoptar todas estas medidas, los Estados deberán tener en cuenta el criterio 

de precaución33 y emplear un enfoque basado en los ecosistemas34.  

 
28 OC, pars. 259 y ss. 
29 OC, pars. 281 y ss. 
30 OC, par. 400. 
31 Art.194: “Medidas para prevenir, reducir y controlar la contaminación del medio marino: 
[…] 5. Entre las medidas que se tomen de conformidad con esta Parte figurarán las necesarias 
para proteger y preservar los ecosistemas raros o vulnerables, así como el hábitat de las 
especies y otras formas de vida marina diezmadas, amenazadas o en peligro.” 
32 OC, pars. 401 y ss. 
33 OC, par. 213. 
34 El enfoque basado en los ecosistemas se define como aquel “que permite aprovechar los 
beneficios de la naturaleza para hacer frente el cambio climático que afecta a las comunidades, 
los medios de vida, la economía y el bienestar de las personas” (https://solucionesabe.org/).  

https://solucionesabe.org/
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Y todo ello, teniendo en cuenta las reglas, normas y prácticas y procedimientos 

recomendados internacionalmente convenidos, tales como la CMNUCC y el 

Acuerdo de París35. Se introduce así, como señalaré más adelante, el régimen 

climático internacional en la CONVEMAR. 

c) La obligación de diligencia debida en la prevención, reducción y control 
de la contaminación marina: obligación de conducta, de contenido 
variable pero estricto 
 

Como hemos visto, el TIDM ha afirmado que los Estados parte tienen la 

obligación específica de adoptar todas las medidas necesarias para prevenir, 

reducir y controlar la contaminación marina causada por las emisiones 

antropógenas de GEI y de tratar de armonizar sus políticas a este respecto.  

No obstante, no se busca una reducción de emisiones específica o la adopción 

de medidas preestablecidas de adaptación. Las obligaciones anteriormente 

referidas no son tanto de resultado como de comportamiento36. Ello porque se 

trata de que los Estados prueben que cumplen con un estándar específico de 

diligencia debida.  

El estándar de diligencia debida puede variar atendiendo a diferentes factores y 

según las circunstancias en las que se encuentre cada Estado. En este sentido, 

el TIDM considera que se deben tener en cuenta la diferente capacidad de los 

Estados y los recursos que puedan tener a su disposición, que pueden variar de 

un Estado a otro 37 . Esto parece una clara alusión al principio de 

responsabilidades comunes pero diferenciadas recogido en la CMNUCC y en el 

Acuerdo de París38. 

Ahora bien, la variabilidad del estándar no quiere decir que su fijación no se haga 

de forma objetiva. Así, se tendrá en cuenta la mejor ciencia disponible y lo 

establecido en la normativa internacional climática, en particular, la CMNUCC y 

el Acuerdo de París. Este último instrumento establece un objetivo de 

temperatura de no superar el 1,5 °C de temperatura media de los niveles 

 
35 OC, pars. 214 y ss. 
36 OC, pars. 232 y ss. 
37 OC, par. 241. 
38 Y así lo hace notar al referirse el TIDM a este principio recogido en la CMNUCC y en el Acuerdo 
de París (OC, par. 227). 
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preindustriales y un calendario establecido para alcanzar este objetivo que es 

vinculante para los Estados que han suscrito dicho acuerdo39.  

Ahora bien, el mero hecho de que los Estados parte en la CONVEMAR lo sean 

también del Acuerdo de París no es suficiente para considerar que cumplen con 

el estándar de diligencia mínima de mitigar el cambio climático en relación con 

el medio ambiente marino, tal y como se exige en la CONVEMAR40. En este 

sentido, el TIDM ha sido claro al determinar que el Acuerdo de París no es una 

lex specialis respecto de la CONVEMAR 41 . Ambos instrumentos son 

complementarios, por lo que han de cumplirse los dos, aunque el TIDM se 

abstiene de pronunciarse sobre cuál es el standard de diligencia debida para 

cumplir el Acuerdo de París, pues para ello no tiene competencia. 

El estándar de diligencia debida puede variar, pero, a la vista de que los graves 

riesgos y daños irreversibles que llevan aparejadas las emisiones al medio 

marino, el TIDM también ha sido claro al afirmar que el estándar de diligencia 

debida debe ser estricto 42 . En este sentido, el TIDM considera que ha de 

adoptarse un enfoque precautorio en la definición de las medidas de 

protección43, lo que supone, en definitiva, un límite al margen de discrecionalidad 

del Estado44. El enfoque precautorio también ha sido utilizado por el TIDM para 

afirmar la necesidad de actuación, aunque no exista certidumbre científica, y que 

es un elemento intrínseco a la definición de “contaminación marina”, que se 

quiere evitar 45 . Aunque se abstenga de emplear el término “principio de 

precaución” y tampoco confirme de manera expresa su naturaleza de derecho 

consuetudinario, lo cierto es que estos argumentos contribuyen a que en un 

futuro no muy lejano esta norma ambiental pueda asentarse (cristalizar). 

 
39 OC, par. 241. 
40 OC, par. 223. 
41 OC, par. 224. 
42 En cierta forma recuerda, a lo dicho por el TEDH sobre el estrecho margen de discrecionalidad 
del que disponen los Estados en el marco del cumplimiento de las obligaciones positivas para no 
vulnerar el artículo 8 de la CEDH. Véase la “Crónica de Jurisprudencia Ambiental Internacional 
(primer semestre 2024)”, publicada en el vol. 15, n.1 2024 de la Revista Catalana de Dret 
Ambiental (https://revistes.urv.cat/index.php/rcda/issue/view/234).    
43 OC, par. 242. 
44 OC, par. 361. 
45 OC, par. 213. 

https://revistes.urv.cat/index.php/rcda/issue/view/234
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En otro orden de cosas, el TIDM ha considerado que existe una obligación de 

diligencia debida de no provocar “contaminaciones” transfronterizas 46 . 

Efectivamente, en virtud del artículo 194.247 de la CONVEMAR, los Estados 

tendrán la obligación específica de adoptar todas las medidas necesarias para 

asegurar que las emisiones antropógenas de GEI bajo su jurisdicción o control 

no causen daños por contaminación a otros Estados y a su medio ambiente, y 

que la contaminación resultante de esas emisiones bajo su jurisdicción o control 

no se propague más allá de las zonas en que ejercen derechos soberanos48. 

d) La importancia de las obligaciones “procedimentales”: obligación de 
cooperación, transparencia y de evaluación del impacto ambiental 
 

Por último, el TIDM ha considerado que los artículos 197, 200 y 201 

CONVEMAR, leídos conjuntamente con los artículos 194 y 192, imponen 

obligaciones de cooperación a fin de prevenir, reducir y controlar la 

contaminación marina causada por las emisiones antropógenas de GEI49. La 

cooperación se podrá llevar a cabo directamente o por conducto de las 

organizaciones internacionales competentes, y deberá desarrollarse de manera 

continua, significativa y de buena fe.  

Así, el artículo 197 (Cooperación en el plano mundial o regional) de la 

CONVEMAR establece la obligación específica de cooperar en la formulación y 

elaboración de reglas, normas y prácticas y procedimientos recomendados. El 

artículo 200 (Estudios, programas de investigación e intercambio de información 

y datos) de la CONVEMAR recoge la obligación específica de cooperar para 

promover estudios, realizar investigaciones científicas y alentar el intercambio de 

información y datos sobre la contaminación marina causada por las emisiones 

antropógenas de GEI, sus vías, riesgos y remedios, incluidas las medidas de 

mitigación y adaptación. Por su parte, el artículo 201 (Criterios científicos para la 

 
46 Se trata de una aplicación de la norma consuetudinaria de no producir daños transfronterizos 
recogida en el Principio 21 de la Declaración de Estocolmo de 1972 y en el Principio 2 de la 
Declaración de Rio de 1992. 
47 Art. 194: “Medidas para prevenir, reducir y controlar la contaminación del medio marino  
[…] 2. Los Estados tomarán todas las medidas necesarias para garantizar que las actividades 
bajo su jurisdicción o control se realicen de forma tal que no causen perjuicios por contaminación 
a otros Estados y120 su medio ambiente, y que la contaminación causada por incidentes o 
actividades bajo su jurisdicción o control no se extienda más allá de las zonas donde ejercen 
derechos de soberanía de conformidad con esta Convención.”  
48 OC, par. 258. 
49 OC, pars. 295 y ss. 
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reglamentación) de la CONVEMAR implica la obligación específica de establecer 

criterios científicos apropiados sobre la base de los cuales se formulen y 

elaboren estas reglas, normas, prácticas y procedimientos. 

Además, se prevén obligaciones de cooperación y asistencia de los países 

industrializados hacia aquellos en situación de desarrollo más vulnerable50. El 

artículo 202 (Asistencia científica y técnica a los Estados en desarrollo) de la 

CONVEMAR establece la obligación específica de prestar asistencia adecuada, 

directamente o por conducto de las organizaciones internacionales competentes, 

en materia de fomento de la capacidad, conocimientos científicos, transferencia 

de tecnología y otras cuestiones. El artículo 203 (Trato preferencial a los Estados 

en desarrollo) de la CONVEMAR reconoce un trato preferente de los países en 

desarrollo a la hora de acceder a la financiación, asistencia técnica y servicios 

especializados pertinentes de los organismos internacionales.  

En materia de adaptación, el TIDM ha resaltado la obligación de cooperar 

prevista en los artículos 63.151 y 64.152 CONVEMAR, así como de consultarse 

de buena fe a la hora de adoptar medidas eficaces y necesarias para coordinar 

y asegurar la conservación y el desarrollo de las poblaciones compartidas. En 

virtud del artículo 118 (Cooperación de los Estados en la conservación y 

administración de los recursos vivos) de la CONVEMAR, los Estados Parte 

tienen la obligación específica de cooperar en la adopción de las medidas 

necesarias para la conservación de los recursos marinos vivos en alta mar que 

 
50 OC, pars. 322 y ss. 
51 Art. 63: “Poblaciones que se encuentren dentro de las zonas económicas exclusivas de dos o 
más Estados ribereños, o tanto dentro de la zona económica exclusiva como en un área más 
allá de ésta y adyacente a ella: 
1. Cuando en las zonas económicas exclusivas de dos o más Estados ribereños se encuentren 
la misma población o poblaciones de especies asociadas, estos Estados procurarán, 
directamente o por conducto de las organizaciones subregionales o regionales apropiadas, 
acordar las medidas necesarias para coordinar y asegurar la conservación y el desarrollo de 
dichas poblaciones, sin perjuicio de las demás disposiciones de esta Parte. […]”. 
52 Art. 64: “Especies altamente migratorias: 
1. El Estado ribereño y los otros Estados cuyos nacionales pesquen en la región las especies 
altamente migratorias enumeradas en el Anexo I cooperarán, directamente o por conducto de 
las organizaciones internacionales apropiadas, con miras a asegurar la conservación y promover 
el objetivo de la utilización óptima de dichas especies en toda la región, tanto dentro como fuera 
de la zona económica exclusiva. En las regiones en que no exista una organización internacional 
apropiada, el Estado ribereño y los otros Estados cuyos nacionales capturen esas especies en 
la región cooperarán para establecer una organización de este tipo y participar en sus 
trabajos.[…]”. 
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están amenazados por los efectos del cambio climático y la acidificación de los 

océanos.  

La CONVEMAR también contiene obligaciones específicas de vigilancia, 

publicación de sus informes y realización de evaluaciones del impacto ambiental 

como medio de hacer frente a la contaminación marina causada por las 

emisiones antropógenas de GEI, recogidas en los artículos 204, 205 y 20653. 

El artículo 204 (Vigilancia de los riesgos de contaminación o de sus efectos) establece 

en su apartado 1 que los Estados tienen la obligación específica de procurar 

observar, medir, evaluar y analizar los riesgos o efectos de la contaminación del 

medio marino causada por las emisiones antropógenas de GEI, mientras que su 

apartado 2 determina la obligación de vigilancia permanente de los efectos de 

las actividades que potencialmente pueden contaminar el medio marino. Los 

resultados de dicha vigilancia deberán ser debidamente publicados o 

comunicados a las organizaciones internacionales para su difusión, atendiendo 

al artículo 205 (Publicación de informes) de la CONVEMAR. 

Los Estados tienen también la obligación específica de realizar evaluaciones del 

impacto ambiental respecto de toda actividad prevista, pública o privada, que 

pueda causar una contaminación sustancial del medio marino o cambios 

significativos y perjudiciales en el mismo a través de las emisiones antropógenas 

de GEI, incluidos los efectos acumulativos (art. 206 -Evaluación de los efectos 

potenciales de las actividades- CONVEMAR). Las evaluaciones deberán 

realizarlas los Estados bajo cuya jurisdicción o control se emprenda la actividad 

proyectada y deberán comunicar los resultados de dichas evaluaciones, de 

conformidad con el artículo 205 CONVEMAR. 

e) Las cuestiones pendientes de respuesta y la valoración general de la 
opinión consultiva del TIDM 

 

A pesar de haber presentado una pormenorizada relación de obligaciones 

climáticas que los Estados parte en la CONVEMAR tienen respecto del ambiente 

marino, el TIDM no se pronunció sobre algunas cuestiones que no se 

 
53 OC, pars. 340 y ss. 
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preguntaron de manera explícita y que también tendrían relación con las 

implicaciones del cambio climático sobre mares y océanos.  

Se trataba, en primer lugar, sobre las consecuencias jurídicas del incumplimiento 

de las obligaciones “climáticas” recogidas de manera implícita en la 

CONVEMAR. En este sentido, el TIDM fue contundente a la hora de delimitar el 

ámbito sustantivo de la solicitud consultiva, aclarando que se le había 

preguntado sobre las obligaciones existentes (obligaciones primarias), pero no 

sobre la responsabilidad de los Estados si las incumplieran (obligaciones 

secundarias)54.  

También descartó, en segundo lugar, que abordaría las dudas sobre los efectos 

que tendría la subida del nivel de la mar causada por el calentamiento global 

respecto de la delimitación de las líneas de base y espacios marinos55.  

Seguramente surgirán más cuestiones jurídicas que afecten a la relación cambio 

climático-CONVEMAR que tendrán que ser abordadas en un futuro por el TIDM 

o por otros tribunales, como la CIJ. 

Con todo, se trata de un pronunciamiento que, a mi juicio, ha estado a la altura 

de las circunstancias. Ha reconocido el peligro real que constituye el cambio 

climático para el medio ambiente marino y ha detallado un decálogo de 

obligaciones de mitigación y adaptación que los Estados han de cumplir para no 

vulnerar la CONVEMAR. Y todo ello, teniendo en cuenta la mejor ciencia 

disponible (los informes del IPCC), como la normativa climática internacional. Se 

confirma, a la vista de los últimos casos “climáticos” ante los tribunales 

internacionales (el TEDH también los tuvo en cuenta en sus pronunciamientos 

“climáticos” 56), que la necesidad de una integración sistémica de los diversos 

instrumentos internacionales sectoriales, ya se trate de medio ambiente, 

derechos humanos o Derecho del mar, es una tendencia no solo saludable, sino 

también responsable.  

 
54 OC, pars. 145 y ss. 
55 OC, pars. 149 y 150. 
56 Véase la “Crónica de Jurisprudencia Ambiental Internacional (primer semestre 2024)”, publicada en el 
vol. 15, n.1 2024 de la Revista Catalana de Dret Ambiental 
(https://revistes.urv.cat/index.php/rcda/issue/view/234).    

https://revistes.urv.cat/index.php/rcda/issue/view/234
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Veremos cómo realiza esta integración la propia Corte Internacional de Justicia 

cuando emita su pronunciamiento consultivo en materia climática, pues también 

se le ha preguntado sobre la relación entre el cambio climático, la CONVEMAR 

y los derechos humanos57. Sin duda, la CIJ es el tribunal internacional que se 

encuentra en mejor posición y más legitimado para realizar esta integración 

sistémica del Derecho internacional. ¿Lo hará? 

 

 
57 A esta posibilidad de contradicción también se refiere Eduardo Jiménez Pineda en su trabajo: “Hacia 
Una Opinión Consultiva Sobre Cambio Climático: A Propósito De La Solicitud De Dictamen De La 
Comisión De Pequeños Estados Insulares Al Tribunal Internacional Del Derecho Del Mar”, Revista 
Electrónica de Estudios Internacionales, n.º 45, junio 2023, p. 6. 


